El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS CORPUS / DEFINICIÓN CONSTITUCIONAL / FINALIDAD / NO PROCEDE SI LA PENA IMPUESTA NO SE HA PURGADO EN SU TOTALIDAD.
Ese derecho (a la libertad) se garantiza por medio del mecanismo especial de  hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.” (…)
… la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal…
Surge de… pruebas que el señor Fernando Toro Bedoya fue condenado, por autoridad competente… a purgar una pena privada de su libertad de 53 meses.

Tal sanción no la ha cumplido, pues fue privado de su libertad el 17 de febrero de 2017, con fundamento en orden de captura legalmente expedida y para que cumpliera la pena impuesta por sentencia ejecutoriada, y no ese día del año 2016 como erróneamente lo indica en el escrito por medio del cual formuló la acción que ahora se decide.

Así las cosas, para este momento la purga de la pena por el paso del tiempo, a partir del 17 de febrero de 2017, es de 35 meses, diez días, mientras que el descuento por redención de la condena por trabajo y estudio asciende a 299 días, lo que traduce 9 meses 29 días. 

Es decir, ha cumplido 45 meses y 9 días y por tanto, no ha terminado de purgar la sanción impuesta, que como se ha dicho, fue de 53 meses de prisión.

De lo anterior se concluye que la privación de la libertad del actor no puede ser calificada de ilegal o arbitraria, como para que la solicitud de hábeas corpus esté llamada a prosperar.
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Hora: 9:00 a.m.
La suscrita Magistrada decide la solicitud de hábeas corpus que interpuso el señor Fernando Toro Bedoya, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado.
A N T E C E D E N T E S

1. En el escrito con el que se promovió la acción relató el solicitante, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Por auto del 25 de noviembre de 2019, el Juzgado Primero de Ejecución Penas y Medidas de Seguridad de Pereira negó la solicitud de libertad que elevó, por pena cumplida, al incurrir en error respecto de la fecha desde la cual él se encuentra detenido, pues en los antecedentes de esa providencia se expresó que ese hecho se produjo el 17 de febrero de 2017 y en la parte motiva se dice que fue el 17 de febrero de 2019, cuando ninguna de las anteriores corresponde a la realidad, pues lo cierto es que fue privado de su libertad el 17 de febrero de 2016.
1.2 Ha obtenido por redención de pena 299 días
, término que sumado al tiempo físico en que ha purgado la condena, 47 meses y 10 días, arroja un total que supera los 53 meses; ello sin tener en cuenta el tiempo de redención pendiente de reconocimiento.
A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1. Por auto del 27 de los corrientes se dispuso dar trámite a la acción; notificar esa providencia al señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y practicar inspección judicial al expediente que contiene el trámite surtido con ocasión a la petición de libertad formulada por el demandante.
2. El Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad se pronunció para solicitar se declarara improcedente el amparo constitucional, con sustento en que el demandante se encuentra purgando una pena privativa de la libertad legítimamente impuesta por medio de fallo condenatorio, dictado con observancia de las normas procesales, y su detención no se ha prolongado de manera ilegal, pues de conformidad con la actuación, el citado señor fue capturado el 17 de febrero de 2017 y no en 2016 como lo afirma; a la fecha, entre descuentos físicos y redención de tiempo, ha purgado 45 meses, 10 días, de su condena, razón por la cual no la ha cumplido en su totalidad pues se le impuso en 53 meses. 
Agregó que el 25 de noviembre de 2019, el despacho a su cargo negó al peticionario la solicitud de libertad por pena cumplida y se dispuso oficiar a la cárcel para que remitiera los respectivos cómputos de redención. Luego de acatado ese requerimiento, el 19 de diciembre siguiente se resolvió nuevamente la petición en el sentido de “que el sentenciado aún no ha expiado la totalidad de la pena.”
De otro lado, dijo que el hábeas corpus, no puede ser utilizado como una tercera instancia, pues para formular la petición de libertad existen otros medios de defensa ordinarios.  

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2° de la Ley 1095 de 2006.
2. Corresponde a esta Sala determinar si debe protegerse al  peticionario el derecho fundamental a la libertad personal consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

3. Ese derecho se garantiza por medio del mecanismo especial de  hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”

En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 

b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley. En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)…”.
4. Considera el demandante que su condena, 53 meses de prisión, se ha prolongado injustificadamente, pues el juzgado de ejecución de penas incurrió en error al resolver su solicitud de libertad, al tomar como punto de partida fechas distintas a aquella en que realmente se produjo su detención, que efectivamente fue el 17 de febrero de 2016.

5. Con la inspección judicial practicada al proceso en el que figura como procesado el aquí solicitante y del que conoce el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se acreditaron los siguientes hechos:
5.1 En sentencia proferida el 24 de noviembre de 2016, el Juzgado Primero Penal del Circuito condenó al señor Fernando Toro Bedoya  a la pena principal de 53 meses de prisión, negó cualquier sustituto para esa pena privativa de la libertad y dispuso librar orden de captura en su contra
.

6.2 El 19 de enero de 2017 se asignó por competencia el asunto al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el cual procedió a elaborar la correspondiente orden de captura
.

6.3 La captura se produjo el 17 de febrero de 2017
 y en esa misma fecha el condenado fue puesto a disposición del Establecimiento Penitenciario y Carcelario La 40 de esta ciudad
.

6.4 Mediante proveídos del 18 de agosto
 y 6 de octubre de 2017
, 2 de febrero
, 26 de abril
, 6 de junio
, 16 de octubre
 y 27 de noviembre de 2018
, 26 de febrero
, 4 de junio
 13 de septiembre
, 4 de diciembre
 y 19 de diciembre de 2019
, se reconocieron al solicitante, en su orden, 25.5, 26.5, 28, 17.5, 19, 35, 17.5, 34, 18, 30, 29 y 19 días de redención de pena. 

6.5 En escrito del 18 de noviembre de 2019 el citado señor solicitó ordenar su libertad por pena cumplida ya que para ese momento había cumplido más de 54 meses de prisión
.

6.6 Por auto del 25 del citado mes, el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad negó esa petición con sustento en que para esa fecha el procesado solo había descontado a la pena 42 meses y 25 días. En la misma providencia ordenó oficiar al mencionado centro penitenciario a fin de que remitiera los certificados de días redimidos pendientes
. 

6.7 Surtido esto último, en auto del 19 de diciembre pasado, el citado funcionario decidió negar nuevamente la solicitud de libertad, con sustento en que si el condenado fue detenido el 17 de febrero de 2017, para aquella fecha había “descontando físicamente” 34 meses 3 días y si a ello se suma los días de redención ha purgado solo 44 meses, dos días, motivo por el cual aún no había cumplido la totalidad de la pena
.  

6.8 No existe constancia que frente a esas providencias, debidamente notificadas y en las cuales se manifestó la posibilidad de formular en su contra recursos de reposición y apelación, se haya interpuesto medio de impugnación alguno.
7. Surge de esas pruebas que el señor Fernando Toro Bedoya fue condenado, por autoridad competente, dentro del proceso que se le siguió por el delito de acto sexual con menor de 14 años, a purgar una pena privada de su libertad de 53 meses.

Tal sanción no la ha cumplido, pues fue privado de su libertad el 17 de febrero de 2017, con fundamento en orden de captura legalmente expedida y para que cumpliera la pena impuesta por sentencia ejecutoriada, y no ese día del año 2016 como erróneamente lo indica en el escrito por medio del cual formuló la acción que ahora se decide.

Así las cosas, para este momento la purga de la pena por el paso del tiempo, a partir del 17 de febrero de 2017, es de 35 meses, diez días, mientras que el descuento por redención de la condena por trabajo y estudio asciende a 299 días, lo que traduce 9 meses 29 días. 

Es decir, ha cumplido 45 meses y 9 días y por tanto, no ha terminado de purgar la sanción impuesta, que como se ha dicho, fue de 53 meses de prisión.
De lo anterior se concluye que la privación de la libertad del actor no puede ser calificada de ilegal o arbitraria, como para que la solicitud de hábeas corpus esté llamada a prosperar. 
8. En conclusión, no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, razón por la cual será negado.
9. No se requirió de la entrevista con el señor Fernando Toro Bedoya porque la información que suministró y el expediente sobre el que se practicó la inspección judicial, fueron suficientes para resolver la petición elevada.
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar el hábeas corpus solicitado por el señor Fernando Toro Bedoya.

SEGUNDO: Notifíquese al peticionario e infórmesele que esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres días calendario siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia. (Artículo 7º de la ley 1095 de 2006).

TERCERO: Líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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